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	Convención internacional sobre la protección
de los derechos de todos los trabajadores
migratorios de sus familiares

Entrada en vigor de la Convención

El 1º de julio de 2003 entró en vigor la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, que contiene un conjunto de normas internacionales de carácter obligatorio que regulan el tratamiento, así como los derechos sociales y humanos de los migrantes, tanto documentados como no documentados, así como las obligaciones y responsabilidades respectivas del Estado que envía y del Estado que recibe.

En dicha fecha, la Convención había sido ratificada por, o se habían adherido a ella, los 21 Estados siguientes:  Azerbaiyán, Belice, Bolivia, Bosnia y Herzegovina, Cabo Verde, Colombia, Ecuador, Egipto, El Salvador, Filipinas, Ghana, Guatemala, Guinea, Marruecos, México, Senegal, Seychelles, Sri Lanka, Tayikistán, Uganda y Uruguay.
Definición de migrante

Más de 175 millones de personas, entre los que se cuentan trabajadores migratorios, refugiados, solicitantes de asilo, migrantes permanentes, etc., viven y trabajan en un país distinto del de su nacimiento o nacionalidad.  En gran parte se trata de trabajadores migratorios, expresión que está definida en el párrafo 1 del artículo 2 de la Convención como

"toda persona que vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad remunerada en un Estado del que no sea nacional."
En su mayoría, los emigrantes no toman fácilmente la decisión de marcharse de su país de origen.  La pobreza y la imposibilidad de ganar o de producir lo suficiente para el propio sustento o el de la familia representa una de las razones principales de los movimientos internacionales de población en busca de trabajo.  Pero hay también otras razones que explican que las gentes marchen al extranjero en 
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	busca de trabajo.  Entre las causas que contribuyen al flujo de los trabajadores migratorios figuran las guerras, las contiendas civiles, la inseguridad o la persecución resultante de la discriminación por razones de raza, origen étnico, color, religión, lengua u opiniones políticas.

En la Convención se definen por vez primera los derechos aplicables a ciertas categorías de trabajadores migratorios y sus familiares, como los "trabajadores fronterizos, trabajadores de temporada, marinos, trabajadores en una estructura marina, trabajadores itinerantes, trabajadores vinculados a un proyecto y trabajadores por cuenta propia".

¿De qué manera protege la Convención a los
trabajadores migratorios y sus familiares?
La Convención trata de contribuir a prevenir y eliminar la explotación de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares dentro del marco de todo el proceso migratorio:

Preparación para la migración
Teóricamente, al prepararse para la migración, los trabajadores deberían adquirir un conocimiento básico del idioma, la cultura y las estructuras jurídicas, sociales y políticas de los Estados hacia donde se dirigen.  Según el artículo 37 de la Convención, los trabajadores migratorios y sus familiares que estén en posesión de la documentación adecuada tendrán derecho a ser informados, antes de su partida, o a más tardar en el momento de su admisión en el Estado de empleo, de todas las condiciones aplicables a su admisión y demás condiciones que deben cumplir en el Estado de empleo, así como de las autoridades a que deberán dirigirse para que se modifiquen esas condiciones.

Problemas de ajuste

Los trabajadores migratorios son especialmente vulnerables al racismo, la xenofobia y la discriminación.  Con frecuencia son víctimas de la sospecha u hostilidad en las comunidades donde viven y trabajan.  La asociación deliberada de la migración y de los migrantes con la delincuencia representa una tendencia especialmente peligrosa, que implícitamente alienta y justifica la hostilidad y la violencia xenófobas.  Los propios trabajadores migratorios se ven criminalizados; la manera más visible es mediante la extendida calificación de los inmigrantes irregulares como "ilegales", lo que les sitúa implícitamente fuera del alcance y la protección del ordenamiento jurídico.
	
	De los problemas de ajuste debatieron también los 168 Estados que participaron en la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia (Durban (Sudáfrica), 2001).  En la Declaración y Programa de Acción aprobados por la Conferencia se alienta a los Estados a que organicen campañas de información para velar por que el público esté debidamente informado de los migrantes y de los asuntos de los migrantes, incluida la contribución positiva de éstos a sus sociedades de acogida.

Es también notorio que los trabajadores migratorios se ven excluidos del ámbito de aplicación de las normas que regulan las condiciones de trabajo, y se les niega el derecho a participar en actividades sindicales.  Según el artículo 25 de la Convención, los trabajadores migratorios gozarán de un trato que no sea menos favorables que el que reciben los nacionales del Estado de empleo en lo tocante a remuneración y otras condiciones de trabajo.  Una serie de disposiciones concretas de la Convención garantizan a los trabajadores migratorios regulares o documentados los derechos a la libertad de movimiento, a la formación de asociaciones y sindicatos y a participar en los asuntos públicos.

Según el artículo 31, los Estados Partes velarán por que se respete la identidad cultural de los trabajadores migratorios y de sus familiares, y no impedirán que éstos mantengan vínculos culturales con sus Estados de origen.

Dificultades sociales y culturales
Con frecuencia las condiciones de vida de los trabajadores migratorios son insatisfactorias.  Sufren graves problemas de alojamiento y, aunque cotizan a los sistemas de seguridad social, ni ellos ni sus familias gozan siempre de los mismos beneficios y acceso a los servicios sociales que los nacionales del Estado de acogida.  El artículo 27 de la Convención preceptúa que, en lo que respecta a la seguridad social, los trabajadores migratorios y sus familiares gozarán en el Estado de empleo del mismo trato que los nacionales en la medida en que cumplan los requisitos previstos en la legislación.  El artículo 28 reconoce el derecho a recibir cualquier tipo de atención médica urgente que resulte necesaria para preservar su vida y para evitar daños irreparables a su salud.
En muchos casos, los trabajadores migratorios dejan a sus familias en su Estado de origen.  Según el artículo 44 de la Convención, los Estados Partes facilitarán la reunión de los trabajadores migratorios documentados con sus cónyuges o con aquellas personas que mantengan con el trabajador una relación que produzca efectos equivalentes al matrimonio.  Asimismo, cuando la familia vive junta, se dice con frecuencia que los hijos de los 



	trabajadores migratorios ‑que estudian en un idioma diferente y deben adaptarse a un entorno nuevo‑ no pueden lógicamente tener el mismo rendimiento escolar que sus compañeros si no se adoptan medidas especiales para superar dichas dificultades.  Por otra parte, el temor de los padres de los alumnos nacionales a que la admisión de los hijos de los inmigrantes haga bajar el nivel general de la enseñanza, se ha convertido en un problema delicado en algunos países.  El artículo 30 de la Convención estipula que todos los hijos de los trabajadores migratorios gozarán del derecho fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad de trato con los nacionales del Estado interesado.

Asimismo, la Convención contiene una serie de disposiciones específicas referentes a la igualdad de trato de los migrantes regulares o documentados en relación con el acceso a la educación, la formación profesional, los servicios sanitarios, la vivienda y los derechos culturales.

Expulsión arbitraria y regreso voluntario
Algunos instrumentos jurídicos internacionales establecen la protección de los trabajadores migratorios contra la expulsión arbitraria, por ejemplo, cuando termina un contrato de empleo.  Los artículos 22 y 56 de la Convención prohíben las medidas de expulsión colectiva e imponen ciertas garantías procesales a toda decisión de expulsión.  Los trabajadores migratorios tienen derecho a regresar a su casa si así lo desean.

Migración ilegal y clandestina:  cómo impedir el tráfico ilegal

Desprovisto de condición jurídica o social alguna, el trabajador migratorio ilegal es por naturaleza objeto de explotación, se ve obligado a aceptar todo tipo de trabajo en cualquier condición laboral o de vida.  Las políticas restrictivas en materia de inmigración desvían a menudo las corrientes de futuros emigrantes hacia canales ilegales.

La Convención trata de poner fin a la contratación ilegal o clandestina y el tráfico ilegal de trabajadores migratorios y de desalentar el empleo de trabajadores migratorios en situación ilegal o sin documentos.


	
	¿Cómo se supervisará la aplicación de la Convención?

La aplicación de la Convención queda en manos de los Estados Partes.  El proceso será supervisado por un Comité (Comité de protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares) constituido por diez expertos elegidos a título personal por los Estados Partes.

Los Estados Partes se comprometen a informar sobre las medidas adoptadas para la aplicación de la Convención dentro del año siguiente a su entrada en vigor para cada uno de ellos y después cada cinco años.  En los informes se indicarán las dificultades experimentadas en la aplicación de la Convención y se proporcionará información acerca de las corrientes migratorias.  Tras examinar los informes, el Comité transmitirá al Estado Parte interesado las observaciones que estime apropiadas.

En la Convención se prevé una estrecha cooperación entre el Comité y ciertos organismos internacionales, en particular, la Organización Internacional del Trabajo.

¿Tienen acceso los individuos al Comité que
fiscaliza la aplicación de la Convención?

Según el artículo 77, todo Estado Parte podrá declarar que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones enviadas por personas sometidas a su jurisdicción o en su nombre, que aleguen que ese Estado Parte ha violado los derechos individuales que les reconoce la Convención.  Esas comunicaciones sólo serán admisibles si se refieren a un Estado Parte que haya reconocido la competencia del Comité.  Si el Comité considera que la cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada en otro contexto internacional y que se han agotado todos los recursos existentes en la jurisdicción interna, podrá recabar explicaciones y manifestar su opinión.  La entrada en vigor del procedimiento de comunicación individual exige las declaraciones de diez Estados Partes.  Al 1º de julio de 2003 no había entrado todavía en vigor.
	
	¿Existen otros mecanismos internacionales para
la protección de los trabajadores migratorios?

La entrada en vigor de la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares viene a reforzar y completar una serie de instrumentos convencionales sobre derechos humanos celebrados bajo los auspicios de las Naciones Unidas.  En realidad, gran parte de las disposiciones de dichos instrumentos se refieren a la protección de los migrantes.  Deben señalarse particularmente a este respecto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño.  Los comités que supervisan la aplicación de estos instrumentos han manifestado reiteradamente su preocupación ante la frecuente aplicación de sus disposiciones de forma discriminatoria contra los migrantes.

Asimismo, el Convenio de la OIT relativo a los trabajadores migrantes (revisado) (Nº 97) de 1949 y el Convenio sobre las migraciones (disposiciones complementarias) (Nº 143) de 1975 contienen disposiciones orientadas a la protección de los migrantes.

El Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes

En 1999, la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas creó por la resolución 1999/44 el cargo de Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes.  La Comisión pidió al Relator Especial que examinara los medios necesarios para superar los obstáculos a la protección plena y efectiva de los derechos humanos de este grupo vulnerable, incluso los obstáculos y las dificultades para el regreso de los migrantes que no poseen documentos o se encuentran en una situación irregular.

El Relator Especial actúa sobre la base de la información que se le eleva acerca de presuntas violaciones de los derechos humanos de los migrantes, enviando a los gobiernos interesados comunicaciones oficiales con objeto de aclarar y/o de señalar a su atención dichos casos, y realiza misiones de investigación a los países que le invitan, con objeto de examinar el estado de la protección de los derechos humanos de los migrantes en el país interesado.


